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			PRÓLOGO 2018


			Luchas por una democracia educativa (1995-2018)


			Este libro contiene textos inscritos en las luchas por alcanzar, sostener, restablecer, crear nuevas experiencias y políticas que se fundamenten en el derecho a la educación. Los artículos que incluía una edición anterior encuentran continuidad en la cuarta parte, que refleja la profundización de acciones político-educativas que comenzaron en el gobierno de Carlos Saúl Menem, se manifestaron contrarias a la reforma efectuada por los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández de Kirchner y se instalaron plenamente en el gobierno de Mauricio Macri.


			La coalición Cambiemos produjo un vuelco de ciento ochenta grados en la concepción de la educación que fue distinción de la sociedad argentina durante cerca de un siglo y en algunos períodos posteriores. En 1853, la Constitución nacional había otorgado al Estado un papel principal en la educación, sosteniendo al mismo tiempo el principio de la libertad de enseñar y aprender. En cuanto a la distribución de las responsabilidades educativas entre las jurisdicciones, quedó inscrita de manera ambigua, reflejando la falta de resolución de la relación entre la Nación y las provincias, puesto que fueron los unitarios quienes trazaron los ejes del federalismo en la carta magna. Ninguna de las reformas posteriores abordó integralmente la cuestión, optando —como en el caso del inciso 19 del artículo 75 de la reforma de 1984— por sostener un margen discutible respecto al alcance de las leyes dictadas por el Congreso de la Nación y las legislaturas provinciales. 


			La mencionada situación beneficia al gobierno de Cambiemos para avanzar en políticas que se deslizan en los márgenes o van por fuera de la Constitución nacional. Muchas de las responsabilidades educativas que aún sigue teniendo el gobierno nacional desde el dictado de la ley de transferencia (24049/1992) son resignadas. Mientras en los años 90 el gobierno reformó el sistema de educación pública, lo desfinanció y habilitó la “tercerización” de funciones, Cambiemos aborda sin mediaciones su desarme del sistema de educación pública, incluida la educación superior. La decidida profundización de la dependencia del país de los intereses corporativos internacionales, emprendida desde 2016, lo subordina a los organismos financieros internacionales, como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), que inscribieron a la educación como un bien transable. El significante fuerte de su concepción es la desescolarización, dejando en manos del mercado la oferta educativa. 


			La educación de mercado no es el único problema que se registra en América Latina. 


			Desde el siglo XIX, el tema central de la discusión, que era la prioridad de la educación pública o la privada (especialmente la confesional), no se ha resuelto, pero se ha resignificado. No deja de ser una preocupación que en varias jurisdicciones crezca el subsidio a la educación privada mientras decrece significativamente el presupuesto (y la ejecución real del mismo) en la educación pública. Al mismo tiempo, ambas, pública y privada tradicional, se hallan acosadas por los propósitos del mercado educativo en manos de corporaciones, por las concepciones pedagógicas de sus agentes y por los intereses inmediatos de una nueva burocracia tecnocrática. 


			Empero, en las últimas dos décadas hubo en América Latina políticas estatales de enorme valor para la educación democrática de las grandes mayorías. Centenares de miles de docentes y alumnos, de familias y comunidades, participaron de manera directa o sintieron los beneficios de leyes y programas educativos de los cuales fueron sujetos centrales. En la Argentina, los gobiernos kirchneristas abrieron un espacio donde volvieron a brotar experiencias de educación popular y ejecutaron una decisiva reforma del sistema de educación pública. Fue un tiempo en el que nuevas generaciones de educadores registraron el pensamiento y la obra alternativa de figuras relevantes de la educación latinoamericana que antes permanecían ausentes de la historia oficial de la educación y en su propia formación. Esos saberes hacen memoria, y la memoria es uno de los materiales requeridos para la generación de políticas. Memoria, experiencia y saberes podrán orientar a los educadores a albergarse en la genealogía de la educación popular latinoamericana, y desde ese lugar resolver democráticamente los retos del complejo presente.


			Este libro combina reflexiones pedagógicas con discusiones político-educativas de actualidad. Espero que colabore con la realización de debates que vayan más allá de la exposición de posiciones coincidentes, para abordar los argumentos antagónicos que orientan al país y a la sociedad hacia destinos muy diferentes. 


			Buenos Aires, septiembre de 2018


		




		

			PRÓLOGO 2009 


			De la tremenda sugestión de pensar que no es posible


			La tremenda sugestión de pensar que no es posible ha afectado a la sociedad argentina en varias ocasiones en su historia. Algo más que motivaciones subjetivas contribuyó a forjar ese estado de ánimo. La década del 30 fue representada por la literatura vernácula de la época con la imagen del “hombre que está solo y espera”, pero también por el asesinato en el Senado de la Nación asociado a la entrega de la industria de la carne, o por los inventores considerados unos locos, aunque el país necesitaba saber mucho más. La sombra perversa de la primera derrota popular del siglo XX había dejado su marca y regresaría. 


			Fue el peronismo, el gobierno de los descamisados, el de los cabecitas, el del “aluvión zoológico” y también de la clase media que se ensanchaba, el que buscaba la independencia económica, el pleno empleo y la cultura nacional y popular. La tremenda sugestión de pensar que no es posible invadió la sociedad cuando fue derrocado en 1955. (¿Habrá considerado Perón que no era posible enfrentar en ese momento a la Libertadora?… Aunque en los siguientes años pensaba que algún día su regreso sería posible). No más “únicos privilegiados”. No, los derechos sociales no eran conquistas que se quedarían para siempre. Los fueron desmontando, uno a uno, durante las décadas siguientes.


			La dictadura de Onganía durante los años 60 arrasó con un gobierno tibio, con el entusiasmo universitario y con los universitarios. Pero en 1973 el peronismo intentó construir un gobierno popular y las universidades estallaron de entusiasmo. Otro peronismo cortó el proceso de transformación y tomó las medidas represivas que anunciaron el Proceso militar. La dictadura que encabezó Videla asesinó e hizo desaparecer a quienes volvieron a pensar que otro país era posible, instaló el miedo a pensar, a participar, a opinar, en cavernas profundas de la psicología de la sociedad. Malvinas fue el momento del posibilismo psicótico: eso si que no era posible. 


			Luego se reinstauró la constitucionalidad y hubo un momento de esperanza y expectativas, Alfonsín creyó que era posible y, aunque con la democracia no alcanzó para todo, la sombra siniestra del golpe quedó acorralada. Inmediatamente el neoliberalismo menemista trajo la miseria, la desocupación, la inseguridad, la invasión de la educación por el mercado. Mucha gente votó para que Menem se fuera, confiando en la Alianza. La tremenda sugestión de pensar que no es posible fue una de las razones del nuevo fracaso rotundo, y agregó más descrédito a la política. El país quebró. “Que se vayan todos”, caceroleó la clase media, quebrada. 


			Nuevamente fue el peronismo quien asumió instaurar un orden, alineándose con los países latinoamericanos que intentan abrir brechas en el muro neoliberal. El peronismo de Néstor Kirchner y Cristina Fernández revierte la política menemista, se apoya en la “columna vertebral” del movimiento a la cual suma a los nuevos habitantes de la clase trabajadora, como son los desocupados y los trabajadores en negro, avanza con políticas sociales, mejora la ocupación y el nivel de vida de la clase media, democratiza los medios de comunicación, es inflexible en materia de derechos humanos y juicios a los responsables de la masacre dictatorial, reforma profundamente las fuerzas armadas. La economía crece, pero la tremenda sugestión de pensar que no es posible resiste a todos los intentos de revertir la opinión pública que no liga la mejoría de su situación con las acciones del gobierno. Los taxistas, los conductores televisivos y radiofónicos e importantes columnistas de la prensa gráfica siguen diciendo de mil maneras: “que se vayan todos”. Entre el gobierno y la población hay una carencia tremenda de mediaciones políticas. 


			La represión ejercida con distintos niveles de intensidad, en lo público o en lo privado, durante los últimos treinta años, tuvo como uno de sus objetivos detener cambios culturales que ocurrieron finalmente en la Argentina y constituyeron una verdadera revolución de las costumbres y los valores. En ese sentido, daré unos pocos ejemplos, que son simbólicos: hace treinta años la mayoría de las escuelas eran para mujeres o para varones, los separaban; hoy no solo la educación es mixta en todas las escuelas públicas y hasta en la mayoría de las escuelas religiosas, sino que estamos discutiendo el matrimonio entre personas del mismo género, y una jueza acaba de autorizar el primero de esos actos de justicia. Cuando yo iba a la escuela normal, una compañera se casó con todas las de la ley civil y religiosa, pero las autoridades escolares le exigieron que lo ocultara para que nadie sospechara que mantenía relaciones sexuales; hoy los chicos se besan en el patio de la escuela y es cada vez mayor la proporción de parejas que se unen fuera del matrimonio. 


			Triunfó una revolución cultural, aunque en el marco del liberalismo salvaje que viene con droga, miseria, VIH y embarazos adolescentes. El autoritarismo intergeneracional arbitrario perdió espacio, pero no fue sustituido por dispositivos que garantizaran la fluidez de la transmisión de la cultura, ni se habilitaron vehículos pedagógicos para transitar los caminos invertidos que requiere actualmente el pasaje de muchos saberes desde los chicos a los adultos.


			Hay que trabajar intensamente en mejorar la cultura, en abrirle caminos para una verdadera libertad, sin embarazos adolescentes, sin enfermedades y con entusiasmo por los futuros posibles. Para ello se requiere transformar la cultura política, que quedó destruida. Los cambios afectaron poco a los vínculos políticos, más bien los desgastaron. Urge construir una fuerza político-cultural que impulse una nueva sociedad. La meta inmediata es superar la tremenda sugestión de pensar que no es posible y lograr que el conjunto del pueblo piense que sí lo es. Los educadores de la tradición latinoamericanista tenemos que asumir un rol fuerte en esa tarea porque sabemos apostar a lo probable y también a las utopías; aunque no se trate con seguridad de lo posible, porque esa es nuestra identidad, somos idealistas que lanzamos flechas al futuro. 


			Este libro es una selección de reflexiones hechas al calor de la discusión durante los últimos quince años e intenta ser un aporte para mejorar el insuficiente vínculo entre las teorías críticas de la educación y la realidad sobre la cual es necesario operar. 


			La selección y organización de los textos de este libro estuvo a cargo de Elisa Ghea. Abelardo Lacoa y Gonzalo Annuasi realizaron el apoyo técnico. Licia Casenave tuvo a su cargo la edición final.


			Buenos Aires, noviembre de 2009


		




		

			PRIMERA PARTE


			LOS 90. HACIA LAS POLÍTICAS NEOLIBERALES DE TERCERA GENERACIÓN. SU IMPACTO EN EL DISEÑO DE POLÍTICAS PÚBLICAS EDUCATIVAS


		




		

			INTRODUCCIÓN. LA EDUCACIÓN Y POBREZA EN AMÉRICA LATINA (1)


			La situación actual de la educación latinoamericana es muy distinta a la que atrajo a educadores de todo el mundo en las últimas décadas del siglo XX. Por entonces, un multifacético movimiento de educación popular, originado a fines de los años 60 y signado por las ideas de Paulo Freire, relucía en un escenario donde se ensayaban distintas alternativas de cambio social. Pero abordar hoy el tema de la educación latinoamericana deriva inmediatamente en la cuestión de la pobreza, en la decadencia de las Organizaciones no gubernamentales (ONG) que sostenían las experiencias de educación no formal y en el estado lamentable de los sistemas de educación pública. 


			Nos enfrenta con el avance de políticas educativas que, lejos de adecuar los espacios públicos educativos a los nuevos tiempos y los avances científico- tecnológicos, abren el camino a la dispersión institucional, a la desistematización de la enseñanza y a la profundización de la desigualdad en el acceso a una cultura cada vez más dominante. 


			Los sistemas educativos latinoamericanos están sufriendo las consecuencias de la globalización, que es producto del avance civilizatorio, del afán del hombre por comunicarse, conocer el mundo y el universo, y compartir los saberes que permiten mejorar la calidad de vida. Pero que ha tomado un camino plagado de injusticias, en tanto, paralelamente, ha cobrado fuerza un localismo regresivo y fundamentalista que, utilizando la más moderna tecnología, amenaza trágicamente la continuidad de la vida humana. En ambos aspectos debe anotarse fracasos de la educación moderna, que estaba destinada a construir un nuevo humanismo universal, basado en los derechos superiores del hombre y la mujer, que constituyera el basamento de las sociedades. 


			El carácter neoliberal de la globalización ha minado las bases de sistemas escolares que hace treinta años eran objeto de la confianza de los sectores progresistas liberales, cuyos técnicos pronosticaban la eliminación del analfabetismo y el alcance de altos índices de escolaridad para la población latinoamericana de fines del siglo. Ha contribuido también al debilitamiento y dispersión del movimiento de educación popular no formal. Pero la naturaleza del neoliberalismo pedagógico en América Latina no puede definirse sin tener en cuenta las carencias de sus contrincantes. Es decir, sin subrayar la falta de alternativas capaces de transformar los sistemas educativos, resguardando su carácter democrático. 


			El panorama actual de la educación latinoamericana es por lo menos alarmante, porque no ha sido sustituido un modelo educativo por otro, mejor o peor, sino por políticas educativas degradadas, para grandes masas empobrecidas (cuyos padres y madres habían avanzado en su nivel de participación en la cultura) que quedan ahora excluidas y carentes de representación. Las reformas neoliberales dejan un tendal de pobres y analfabetos que amenaza con desequilibrar el mercantilizado escenario político y social. Los pobres de América Latina, que han perdido sus sindicatos y se vinculan inorgánicamente, que tienen cada vez menos acceso a escuelas y hospitales públicos, que han quedado fuera de los sistemas previsionales y cuya participación en el ingreso empeora día a día, constituyen también un problema para la estabilidad de la región, que lleva al neoliberalismo hasta un límite. 


			Examinaremos las contradicciones del neoliberalismo frente a la pobreza y luego las dificultades que enfrenta el campo pedagógico alternativo en América Latina. Pero incluiremos algunas líneas acerca de los problemas que afectan a la educación popular latinoamericana, hoy incapacitada, precisamente, para marcar fuertemente aquel límite y revertir la historia.


			Reformas neoliberales, pobreza y crisis de los sistemas escolares


			Las primeras reformas educativas neoliberales, realizadas en la mayor parte de los países de la región en los años 80 y comienzos de los 90, fueron legales y administrativas. Estuvieron destinadas a la reducción de la educación pública, (de los docentes, los alumnos, las instituciones y el presupuesto) y a mejorar la eficiencia de la gestión, identificada con el rendimiento de la inversión. Pero no pudieron ser implementadas de golpe, por rechazo de los sectores involucrados. Estos últimos se resistieron a muchos de los intentos de privatización o cierre de escuelas y universidades, pero no pudieron proponer alternativas políticamente viables. 


			En los últimos años, los organismos internacionales de crédito recomendaron agregar políticas focalizadas en los sectores más conflictivos, financiándolas con la reducción del aporte público a los niveles superiores de la educación. (2) Esa estrategia chocó contra el estado cuasi terminal de las finanzas públicas, a partir del quiebre de la economía mexicana denominado “tequilazo”. En la actualidad, los fondos destinados a políticas sociales provenientes de los tesoros nacionales tienden a extinguirse, y la gran masa de los préstamos internacionales se utiliza para pagar la deuda externa, hablando en términos generales.


			Al mismo tiempo, no puede negarse la decadencia de las instituciones educativas surgidas del Estado benefactor de mediados del siglo pasado, la burocratización y engrosamiento de personal en los organismos públicos educativos, sustituyendo la carencia de trabajo productivo, ni la resistencia de los actores a incorporar los cambios tecnológicos. Además, la necesidad de cambios culturales y tecnológicos no debe ser reducida a maniobras del mercado. Una reforma profunda es necesaria en la educación latinoamericana. Pero serán decisivos los sentidos que le impriman los sujetos que participen y dirijan esa reforma, así como reconocer como obstáculo la existencia de una subcultura tecnológica, heredera del viejo normalismo, que está entramada con intereses corporativos que impiden procesos de cambio.


			Las escasas e incompletas alternativas a las propuestas neoliberales que se plantean tienen reminiscencias de la discusión de los años 60 y 70 acerca de los enfoques educativos popular o asistencialista. Hemos disentido con la bipolaridad de ese enfoque en varios trabajos de la época (3), en línea con nuestra discusión con las posiciones sustancialistas que suponen la existencia de sujetos previa al discurso. Es nuestra hipótesis que las políticas educativas de segunda generación constituyen un aggiornamento de la vieja beneficencia, pero no pueden ser rechazadas, sino habitadas por los sectores progresistas: recordemos el origen de la pedagogía de Paulo Freire en la Alianza para el Progreso. Pero el grado de consistencia de los sujetos progresistas y democráticos es un dato decisivo para discutir los cambios de sentido posibles de esas políticas educativas. 


			Si la miseria es temida por el neoliberalismo porque pone en riesgo la sustentabilidad política del sistema y por lo tanto su gobernabilidad, es necesario pensarla como un campo problemático susceptible de análisis políticos diversos. Hay que preguntarse cuáles son los sujetos políticos que se conforman en ese campo. No nos estamos refiriendo a “los pobres” en un sentido materialista primitivo, sino a los colectivos que se estructuran sobre la base de la preocupación sobre la pobreza y, en particular, sobre la pérdida del derecho universal a la educación. Por otro lado, nos interesa la manera en que ese problema interpela a los distintos sujetos políticos y sociales. 


			Tomemos la pobreza como un campo problemático para el conjunto de la ciudadanía y sus organizaciones. Nadie puede zafar del problema de la pobreza. En todas las sociedades “todos” debieron clasificar de alguna manera a los pobres. Como esclavos, como siervos, como infradotados, como indígenas sin alma, como ciudadanos con derechos insatisfechos. Lo que no fue posible es eliminar su nombre, ya fuere desde la aseveración o desde la negación. 


			Pero, a fines del siglo XX, la pobreza perdió el lugar que, conquistas de los derechos sociales mediante, había adquirido en Occidente: la caída del Muro de Berlín en 1989 (más allá de las injusticias reales que ocultaba) afectó los continentes simbólicos de la pobreza, construidos desde la Revolución Francesa (4) y los endebles mecanismos del socialismo real para paliarla. La voracidad del capitalismo avanzó sobre el terreno abandonado. La pobreza desbordó todas las previsiones y se paró frente a cada ciudadano del mundo, implacable en su testimonio sobre la crueldad humana. 


			En América Latina la pobreza, tornada en desocupación, hambre, analfabetismo y en un enorme retraso cultural, pesa en las agendas parlamentarias, los programas de gobierno y las disputas interpartidarias sin que nadie atine a darle solución. La debilidad de las fuerzas progresistas se manifiesta en la falta de número, inorganicidad, debilidad programática y desconfianza profunda de algunos grupos por todas aquellas medidas que sean liberal-democráticas y no estén enunciadas en la retórica revolucionaria. Otro factor de debilidad es el enfrentamiento de los intereses de docentes, estudiantes y administrativos, corporativizados a causa de la acción dispersante del neoliberalismo, que aparecen disfrazados en un discurso populista o maximalista. 


			Hay quienes luchan contra la pobreza y quienes luchan contra los pobres. Estos últimos pueden hacerlo con represión o con programas sociales. Pero tales programas solo son efectivos con la participación de los aludidos. Y ahí se abre una trama política y social compleja, pues volvemos a tocar la cuestión de la fuerza de los actores y su capacidad de constituir sujetos políticamente capaces. La sola presencia de los pobres carece de significado político positivo y no es garantía de participación. Es necesario que se vinculen a tramas políticas más complejas y que propongan alternativas viables. 


			Los enunciados generales del liberalismo pedagógico democrático, tales como la universalidad de la educación, la educación para todos, o el interés superior del niño, han sido sacudidos en el contenido que se les otorgara dos siglos atrás. La historia atravesó el liberalismo y muchos de sus conceptos fueron objeto de múltiples reinterpretaciones por sujetos nuevos. Carentes de sentidos esenciales y presas de la insuficiencia de acuerdos sobre posibles sentidos temporales, constituyen significantes vacíos. Sobre ellos se proyectan significados distintos, e incluso antagónicos. Por ejemplo, la “Educación para todos” es un enunciado que formó parte del lenguaje de la Unesco en los años desarrollistas y ahora es usado por el neoliberalismo. En nombre del “interés superior del niño” se proponen enfoques antagónicos y se avanza hacia sociedades muy distintas. 


			Avatares de las alternativas pedagógicas de finales del siglo XX


			En la pedagogía de izquierda de algunos países latinoamericanos tuvo influencia la escuela activa o nueva, la pedagogía de Ferrer y Guardia, el Poema Pedagógico de Makarenko y, a comienzos de los años 60, la reforma educativa cubana. Otra vertiente, vinculada con la Teología de la Liberación, extendió las experiencias de alfabetización y educación de adultos. Ambas corrientes tuvieron puntos de encuentro durante el período sandinista y la guerra salvadoreña en los territorios de esos países y en los campos de refugiados dentro de Costa Rica. La educación popular actuó allí como un rico significante que provocó duros debates. 


			En la Argentina, la “educación popular” se desarrolló menos que en el resto de América Latina, probablemente porque aquella había nacido para un campesinado muy diferente al argentino y por la valla que le puso el normalismo y la burocracia de los sistemas escolares, emparentados en este caso por su rechazo al cambio de posiciones de los sujetos educando-dirigido y educador-dirigente, que conlleva la propuesta freireana. Recién después de la última dictadura militar (1976-1983) la pedagogía de la liberación tuvo alguna influencia entre los docentes argentinos. Debe destacarse que la pedagogía de la liberación argentina no tenía vínculos con el liberalismo, sino un origen cristiano y nacionalista popular.


			Por el contrario, la izquierda tradicional era tradicionalmente liberal, sarmientina, laica y antiperonista. En los años 60 y 70 siguió la línea cubana, rechazando la pedagogía de la liberación. Después de la dictadura, muchos pedagogos, dirigentes sindicales docentes y educadores argentinos viajaron a Cuba para asistir a los congresos anuales de educación. A finales de los años 80, puede señalarse un acercamiento entre los “educadores populares” y la izquierda defensora de la reforma educativa cubana. Sarmiento (el liberal fundador del sistema educativo argentino y de gran influencia en varios países sudamericanos) fue resignificado por sus detractores, pero no se avanzó hacia una síntesis, sino que comenzó un período de significativa parálisis.


			La experiencia de alfabetización de Paulo Freire había nacido como emergente de las políticas desarrollistas de Brasil a comienzos de los años 60. Era esa una época de avance del campo democrático y del socialismo; de formación de nuevos sujetos político-educacionales. El movimiento freireano fue volviéndose complejo con el correr de los años, siendo su mayor riqueza y causa de su larga vida su capacidad de articular una multiplicidad de actores constituyendo un nuevo sujeto. Pero nunca debe olvidarse que su origen estuvo en una disputa por la hegemonía en la educación del pueblo, que consistió en una pulseada capaz de arrastrar hacia su lado la mayoría (heterogénea y antes dispersa) de los educadores progresistas. 


			En otros trabajos (5) hemos analizado la conflictiva relación de Freire con la izquierda dogmática, que rechazó sus aportes hasta avanzados los años 80, por considerarlos plagados de categorías populistas, entre las cuales se destaca el uso del término “pueblo” en lugar de “clase social”. Una de las discusiones más fuertes de la izquierda latinoamericana respecto a la obra de Freire había sido su uso de la categoría “pueblo”. Pero en 1992 la reforma de la Constitución cubana trocó “clase social” por “pueblo” y “trabajadores”, al referirse a los sectores sociales que serían la base del Estado, al mismo tiempo que declaraba laico, es decir, libre de discriminación religiosa y establecía el voto directo a los diputados a la Asamblea Nacional y a las asambleas provinciales. (6) El partido tomó un cariz nacionalista al mostrarse como representante de toda la Nación, ya no vanguardia del proletariado. Pero la conjunción entre la reforma educativa cubana y la pedagogía de la liberación debió haberse conjugado una década atrás.


			El cambio de época había sido duramente marcado por las derrotas del campo socialista, el período “especial” cubano, como se denominó a los años posteriores al cese de la ayuda soviética, y el acelerado avance de la globalización neoliberal. Las condiciones sociales y políticas que, en una y otra circunstancia, habían facilitado el desarrollo de la reforma educativa cubana y de las propuestas freireanas, habían cambiado profundamente. Muchas de las categorías de las pedagogías críticas eran expropiadas por el avasallante discurso neoliberal. 


			La educación cubana no había incorporado a tiempo la pedagogía democrática en sus diversas variables: la escuela activa, de origen liberal, las tendencias libertarias (Sumerhill); la desescolarización (Illich) ni las varias corrientes de educación popular latinoamericanas. La opción por una pedagogía imbuida de la mística revolucionaria y bajo el modelo soviético cumplió su función en las primeras décadas de la revolución. Hoy los educadores cubanos se encuentran frente al reto de sostener el único sistema educativo latinoamericano que ha sido capaz de cubrir con una educación de calidad al conjunto de la población durante tres generaciones, en el marco del proceso de conexión del país con el mercado, con los medios de comunicación y con las tecnologías capitalistas. Valga este ejemplo para explicar la negatividad de las posturas conservadoras de izquierda en relación con los cambios democráticos y la necesidad que tienen la izquierda y el progresismo de digerir las míticas experiencias que se han transformado en obstáculos epistemológicos. 


			Las propuestas para superar la ignorancia, extender la escolarización y democratizar la producción de conocimientos que florecieron en la segunda mitad del siglo que se fue tienen ante sí dos caminos: olvidar su origen y su historia para transformarse en mitos, o bien interpelar el camino recorrido, una y otra vez, deconstruir sus discursos, para tomar aquellas fibras aún fértiles con la valentía necesaria para combinarlas con otras en el tejido de una nueva historia pedagógica.
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			DENUNCIANDO EL DERRUMBE DEL SISTEMA EDUCATIVO


			1. LA RESPONSABILIDAD SOCIAL POR LA CALIDAD DE UN SISTEMA EDUCATIVO INTEGRAL, PÚBLICO, LAICO, GRATUITO, DEMOCRÁTICO Y NACIONAL (7)


			Algunos argumentos poco sustentables


			Durante los últimos años, organismos internacionales, gobiernos y técnicos de tendencia neoliberal han acordado un diagnóstico fuertemente negativo de los sistemas educativos modernos. Caracterizaron a los sistemas, escolarizados y públicos, como ineficientes, inequitativos y de baja calidad y señalaron a los docentes como los principales responsables de las magras ganancias inmediatas que produce la enorme inversión económica que se requiere para su sostenimiento.


			El diagnóstico es catastrófico: los grandes sistemas escolares son maquinarias ineficientes que no tienen remedio; es necesario desmontarlas para eliminar gastos excesivos e inversiones improductivas; es conveniente descentralizarlos para evitar las grandes concentraciones de estudiantes y docentes, que presentan demandas imposibles de satisfacer por el Estado y rechazadas por los grandes contribuyentes que reclaman beneficios directos de sus aportes impositivos.


			Las políticas educativas que se derivan de aquel diagnóstico difieren sustancialmente de las que fueron hegemónicas desde la Segunda Guerra Mundial. La principal distinción es que, mientras estas últimas consistían en un fuerte estímulo al crecimiento de los sistemas de educación pública, actualmente domina el cuestionamiento radical a esos sistemas, desde sus mismos fundamentos. Las estrategias diseñadas apuntan a reducirlos al mínimo posible, colocando al Estado en una situación de subsidiariedad y no en el lugar principal que llegó a tener en la educación (y que las sociedades latinoamericanas aún necesitan que ocupe). 


			Extremando la Teoría del Capital Humano, se ha tratado de justificar la nueva orientación político-educativa: se publicitó que la inversión en educación pública es ineficiente, que el trabajo de los docentes es de mala calidad y que el sostenimiento de los sistemas significa una carga económica para grupos sociales que no reciben beneficios directos. Las políticas de “ajuste” han sido presentadas como consecuencias naturales de una crisis de la cual serían responsables principales los sujetos políticos y sociales que promovieron el crecimiento del Estado benefactor, ya fuera mediante las diversas expresiones nacionalistas populares, las propuestas desarrollistas o, incluso, el más clásico liberalismo. 


			El carácter ineficiente que se adjudica a la inversión en educación pública es definido por el discurso neoliberal como el bajo rendimiento del capital, entendiéndolo como la relación inversa entre la inversión realizada y la cantidad de graduados que se producen por nivel y modalidad educativas. El resultado es que la eficiencia disminuye a medida que se asciende en los niveles educativos y se recorren las modalidades dirigidas a sectores especiales, tales como los adultos, los discapacitados, las minorías étnicas y los inmigrantes. El Banco Mundial (BM), el organismo que tiene en la actualidad mayor poder de imposición de la distribución de fondos estatales en nuestros países, recomienda en consecuencia:


			

					que la inversión pública se dirija hacia la educación básica, retirándose de la media y la superior; 


					que se transfiera la educación básica a las comunidades implementándose formas de financiamiento estatal indirectas, que posibiliten el paulatino retiro del Estado de su rol educador.


			


			Las soluciones propuestas no tienden a mejorar la educación pública, sino a reducirla paulatinamente en algunos niveles y modalidades, y a eliminarla en otros. Un conjunto de medidas que tienen ese objetivo son presentadas al público como un discurso pedagógico cargado de atributos técnicos y de un lenguaje organizacional. Las más importantes de aquellas medidas (que ya se han tomado en algunos de los países latinoamericanos y en otros están en el estado de proyectos) son:


			

					la transferencia de los establecimientos educativos a organismos locales, provocando la privatización y el cierre de muchos de ellos y disminuyendo la cobertura potencial de los sistemas; 


					la flexibilización de la contratación docente, tendiendo a imponer la libertad de mercado en el campo educacional;


					la orientación piramidal y la reducción de la planta docente que sigue empleada por el Estado;


					la desarticulación de gran parte de los tradicionales sistemas de formación docente, colocando a los institutos terciarios y las universidades en igualdad de condiciones que grupos e instituciones privados, muchos de ellos de dudosa idoneidad profesional, y avanzando hacia la libre regulación de la oferta de capacitación por parte del mercado; 


					un fuerte control por parte de los gobiernos nacionales mediante la imposición de contenidos básicos comunes que se extienden en algunos países al conjunto de los establecimientos públicos y privados y abarcan hasta el 80% de los currículos; programas nacionales de evaluación de calidad de la enseñanza y el aprendizaje, del rendimiento institucional y de la eficiencia de la gestión, diseñados con criterios empresariales, que guían la reducción de la inversión en las diversas áreas e instituciones de los sistemas educativos. (8)


			


			Esas medidas fueron acompañadas de una gran operación discursiva que presentó a las mencionadas reformas como la modernización educacional indispensable y, sobre todo, la única posible. Esa fue una de las razones de la viabilidad que han tenido las políticas neoliberales, que llevan ya más de una década, pese al rechazo manifestado por las organizaciones de los trabajadores de la educación y por gran parte de las comunidades educativas. Tal viabilidad requiere que los sujetos implicados crean en su necesidad y estructuren un consenso favorable.


			Probablemente el argumento de mayor peso para construir aquel consenso ha sido presentar a la crisis educacional como un producto estructural del propio sistema y a la reforma neoliberal como un mecanismo reparador, antes que como la causante de esa crisis. Dado que el orden de la sucesión de los acontecimientos de la historia reciente es generalmente confundido por los sujetos sociales implicados, muchos de los efectos producidos por las políticas neoliberales son presentados como si fueran problemas anteriores que el neoliberalismo se propone solucionar. 


			Las viejas disfunciones de la educación latinoamericana se mezclaron con los nuevos problemas provenientes de la crisis económico-social y con los resultados de las políticas de ajuste ejecutadas directamente en el sistema de educación pública. Los antiguos problemas que causaba la vieja y pesada escuela son el lugar donde hace pie una nueva política que solo ve en ella a la “vieja y gorda vaca sagrada”, como la denominó Ivan Ilich hace ya casi tres décadas: (9) el neoliberalismo pedagógico se ubicó así exactamente en el lugar discursivo donde se sienten las fracturas del sistema educativo tradicional.


			Si bien seguimos sosteniendo que la teoría reproductivista —que criticamos en el momento de su auge— ha mostrado sus limitaciones, lejos de nosotros está afirmar que aquel sistema carecía de problemas. Sin duda presentaba cuestiones serias que se han acumulado y agravado con el tiempo y que no han sido resueltas. Sin embargo, diagnosticar la naturaleza de esos problemas anteriores es decisivo para tomar posición frente a la reforma neoliberal, y es probablemente una de las discusiones más ricas que se necesita desarrollar en esta etapa. Para introducirnos en ella, haremos un cuadro de los procesos anteriores a los años del “ajuste”.


			Del liberalismo al neoliberalismo pedagógicos


			Los sistemas escolares modernos habían resultado de arduos esfuerzos llevados a cabo por las sociedades. Su construcción fue lenta, pues implicó cambios en las mentalidades, en las formas de transmitir la cultura de generación en generación, en la tecnología del enseñar y el aprender, en la cultura política de los pueblos. La mayoría de las naciones logró articular las escuelas, colegios y universidades, valorándolos como espacios privilegiados para la enseñanza, el aprendizaje y la producción de los saberes públicos. El desarrollo de cada sistema educativo nacional fue relativamente consonante con la evolución de cada Estado, de las instituciones de cada sociedad civil y de la distribución regional y social de la riqueza. En todos los países, después de más de un siglo, la educación había llegado a contar, en mayor o menor medida, con rituales institucionales (ideológicos, políticos, académicos, administrativos), un cuerpo de personal especializado en la tarea de enseñar, tradiciones e historias educacionales de las personas, las instituciones y las naciones. Se trata de un capital pedagógico y tecnológico de inestimable valor, imposible de sustituir integralmente en cortos plazos.


			Las políticas de los gobiernos desarrollistas, nacionalistas populares, socialistas y liberal-democráticos habían coincidido desde la Segunda Guerra Mundial en impulsar programas que reforzaran, ensancharan y mejoraran la calidad del sistema de educación pública. Los resultados de esos programas fueron desiguales en los distintos países y regiones latinoamericanos y llegaron de manera diversa a las distintas clases y grupos sociales. El analfabetismo, la deserción, el desgranamiento y la repitencia tuvieron una incidencia muy despareja pero persistente en la región. Esos problemas, que los análisis funcionalistas habían caracterizado correctamente como “disfunciones”, tenían cierto grado de estabilidad en cuanto a sus características, lo cual hacía posible su diagnóstico y probables sus soluciones. 


			En los años 60, América Latina había experimentado los más elevados índices de crecimiento educacional del mundo. (10) La tasa de alfabetización había crecido entre 1970 y 1990, las mujeres se seguían incorporando masivamente al sistema escolar, y la tasa de escolarización primaria estaba evolucionando favorablemente. La represión en la cultura y en la educación pública que ejercieron las dictaduras militares no había alcanzado para interrumpir totalmente el impulso que tenía la educación desde mediados de siglo y luego, durante los primeros años de la normalización constitucional en varios países, se dio un nuevo empuje a la instrucción pública.


			El analfabetismo no solamente estaba disminuyendo en términos porcentuales, sino que se habían experimentado con éxito varias alternativas estratégicas, entre las cuales se destacaban experiencias tan distintas como las campañas de alfabetización de Cuba y Nicaragua, el trabajo de Paulo Freire, las múltiples acciones llevadas a cabo por organizaciones no gubernamentales y programas de alfabetización funcional de los organismos internacionales. La estructura de varios sistemas educativos latinoamericanos había sido reformada como respuesta a los movimientos estudiantil-docentes que demandaban más y mejor educación para las grandes capas sociales que golpeaban las puertas de los niveles superiores de los sistemas educativos que habían logrado un mayor desarrollo. Fue a fines de los 60 y principios de los 70, desde Tlatelolco hasta la reforma argentina de 1973 e incluyó experiencias de reforma en países como Chile, Uruguay y Brasil, por parte de gobiernos democráticos. Se difundieron las universidades pedagógicas; se descentralizaron los grandes planteles universitarios creando subsedes en zonas periféricas de varias ciudades latinoamericanas; se crearon universidades chicas en ciudades del interior de algunos países; se realizaron experiencias de educación media superior como los Colegios de Ciencias y Humanidades (CCH) de México. Costa Rica introdujo una reforma que lo colocó entre los países con mejor educación de la región. Las reformas afectaron también modalidades marginadas como la educación de adultos, ejemplo de los cuales fue la Dirección Nacional de Educación de Adultos de la Argentina y la educación indígena. 


			El conjunto de reformas introducidas en la época preparaban a los sistemas educativos para lo que entonces se enunciaba como “los grandes cambios producidos por la ciencia y la técnica”, adecuaban los procesos de enseñanza-aprendizaje a los nuevos desarrollos epistemológicos y articulaban a las escuelas con las demandas políticas y sociales. Para entender cabalmente el alcance político de estas reformas es necesario ubicar también otros procesos que transcurrían simultáneamente:


			

					la acción de los programas desarrollistas que tenían como meta lograr que los cambios sociales inevitables se produjeran en el interior del desarrollo capitalista y sin alterar las relaciones de dependencia establecidas. La introducción de la “alfabetización funcional” (que en síntesis se efectuaba sobre un grupo de gente como parte de un programa específico de capacitación de trabajadores necesarios para el éxito de una determinada inversión) es un ejemplo cuyo sentido era sustituir a las grandes campañas de alfabetización basadas en la movilización popular que promovían formas de conciencia social revolucionaria;


					la acción de organismos internacionales como ACNUR, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y una serie de fundaciones que trabajaron con refugiados, inmigrantes, indígenas, mujeres y poblaciones marginales, desarrollando modelos pedagógicos muy inspirados en la pedagogía de la liberación y en principios éticos derivados de la defensa de los derechos humanos, de la pluralidad cultural y del respeto a la diferencia; 


					la acción de los movimientos político-militares como el salvadoreño, que partiendo de lecturas críticas de la pedagogía de la liberación desarrollaban extensas experiencias de educación popular que contenían un fuerte sentido político.


			


			¿Puede decirse que la “disfunciones” que aquejaban a los sistemas carecieran esencialmente de solución? Había quedado demostrado que erradicar el analfabetismo, llevar la escolarización básica al conjunto de la población, ensanchar significativamente la cobertura de la educación media y superior y mejorar la calidad de la enseñanza eran posibles en ciertas condiciones políticas, económicas y sociales. Pueden tenerse opiniones ideológicas distintas sobre los sistemas políticos que lograron los mayores éxitos educativos en nuestra región, o los proyectos a los cuales se asociaban las experiencias pedagógicas, pero es insostenible que la educación pública no tuviera perspectiva alguna antes de la nueva represión que comienza a desplegarse con las dictaduras militares y culmina con la constitucionalidad neoliberal. Tenía futuro, pero su éxito dependía de que se llevara a fondo la modernización, desburocratización y descentralización de los sistemas por medio de modelos participativos y extensivos.


			No puede obviarse el resultado de la represión. No en vano las dictaduras militares arremetieron contra la educación pública y consideraron a los intelectuales, los docentes y los estudiantes potenciales subversivos. En América Latina desaparecieron, fueron asesinados, puestos en prisión u obligados a exiliarse miles y miles de ellos. Hubo gente que murió por alfabetizar, y los sistemas educativos no han pasado ese proceso indemnes. El interventor que la represión argentina nombró en 1974 en la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Aires (UBA), padre Sánchez Abelenda, (11) fue denunciado en un cómic publicado por el diario El Día, de México, en la misma época: lo representaba en el momento en el cual recorrió las aulas de la universidad exorcizando los malos espíritus de Freud, Marx y Piaget. Ese hecho efectivamente ocurrió, como también las prohibiciones y quemas de libros en muchos lugares de América Latina y puede representar una escena que ocupa un lugar fundamental entre las condiciones de producción del proyecto neoliberal.


			¿Cómo estaba la educación antes de los “ajustes”?


			Desde el punto de vista cuantitativo, hacia la década de 1980 los sistemas escolares y las universidades de la región tenían un funcionamiento relativamente constante. Sus ritmos de desarrollo eran insuficientes pero permanentes. Una autoridad en la educación latinoamericana como es Simón Romero Lozano demuestra que:


			En términos de crecimiento y expansión globales de las oportunidades de educación, el Estado desarrollista alcanzó un éxito innegable que se evidencia en el tamaño adquirido por la empresa educativa, gracias a la progresión de los recursos consagrados a la educación y a una expansión de la matrícula que llegó a duplicar en la educación primaria, a triplicar en la media y a cuadruplicar en la superior los índices de crecimiento de la población de las edades correspondientes, siendo estos en todo momento los más altos del mundo. El hecho es que en el transcurso de este período se dio un salto desde una educación para minorías a otra de carácter masivo. Con todo, el crecimiento global se operó con evidentes deficiencias en cuanto a su distribución y a la calidad.


			La profunda crisis por la que atravesaron los países de la región en los años 80 y las políticas económicas de ajuste recesivo que se adoptaron como consecuencia de ella tendrían serias repercusiones en cuanto a la disponibilidad de recursos para la educación. Los sistemas educativos siguieron creciendo globalmente, pero en peores condiciones para responder a las exigencias de calidad y equidad. (12)


			De acuerdo con información proporcionada por el mismo autor, durante el desarrollismo la educación preescolar se configuró como la primera etapa del sistema, la educación primaria tradicional evolucionó hacia una educación básica de más larga duración, con objetivos pedagógicos y sociales más amplios y se diversificó la enseñanza media y universitaria. La formación de educadores se llevó a nivel superior en varios países y se extendieron programas de educación preescolar y de educación no formal para la alfabetización y la capacitación laboral. La mayoría de las variables cuantitativas confirman que los sistemas educativos latinoamericanos se seguían expandiendo a mediados de la década de 1980.


			Siempre de acuerdo con la información proporcionada por Romero Lozano, el 43% de la población latinoamericana de 15 años y más era analfabeta absoluta en 1950, tasa que en 1970 había descendido al 27% y en 1985 al 17%. En 1950 solo 2 países de América Latina sobrepasaban el 80% de escolarización del nivel primario de niños de 7 a 12 años y la mayoría no alcanzaba el 60%. Pero en 1985 prácticamente la totalidad de los sistemas se encontraba en condiciones de incorporar el 100% de ese grupo de edad. 


			La educación media y superior fueron las que más se expandieron. En 1950 solo 3 países habían superado el 15% de la población alcanzada por la enseñanza media y la mayoría estaba por debajo del 7%. En 1985 la cobertura en la región fue del 52%. En cuanto a la educación superior, en 1950 solo 1 país había logrado incorporar el 10% de la población entre 19 y 22 años, 1 país el 8% y la mayoría estaba bajo el 4%. Pero en 1990 la tasa en América Latina sobrepasó el 27%. 


			Tomado el ejemplo de algunos países en particular, encontramos que la evolución de la tasa de escolarización primaria en la Argentina entre 1869 y 1991 fue:
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			En cuanto a la tasa de escolarización para el nivel medio entre 1980-1991 pasó de 33,4 a 53,5% y la del nivel superior pasó de 5,1 en 1980 a 10,6 en 1991. (13)


			El sistema educativo brasileño muestra índices de expansión en aumento en la década de 1980: 


			[image: imagen]


			Fuente: S. Schwartzman, E. Ribeiro Durham e J. Goldemberg, “A Educacao no Brasil em una Perspectiva de Transformacao”, en Puryear, J.; Brunner, J. J., óp. cit.


			En el marco de la confrontación con los argumentos del neoliberalismo, es importante destacar que el sistema no es comparable con un monstruo que crecía sin ton ni son, acumulando errores e ineficiencias. Veamos el comportamiento de tres variables importantes para determinarlo: el analfabetismo, la retención y el desgranamiento. El analfabetismo seguía disminuyendo en América Latina en 1990. Según estimaciones de la Unesco usando información de la base de datos de la división de Población de las Naciones Unidas, la tasa de alfabetización de adultos en América Latina y el Caribe en 1980 era de 79,5 y en 1990 de 84,9, estimándose alcanzar el 88,5 en el año 2000. (14)


			Cuadro 1


			Analfabetismo (porcentaje de la población de 15 años y más de edad, selección de países)
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			Fuente: Anuario Estadístico de América Latina y el Caribe, CEPAL, 1993.


			La disminución de la repitencia se produjo en la mayoría de los países de América Latina, pero en algunos la tendencia fue regresiva. No hay estudios comparativos que analicen las causas de tal variación. 


			Veamos los siguientes índices de repetición, que analiza Ernesto Schifelbein con base en información de Unesco:


			Repetición de primer grado
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			En el caso de Argentina, en cuanto al desgranamiento y la repetición, el siguiente cuadro muestra que entre 1954 y 1980 se mantuvo una tendencia constante a superarlos:


			Alumnos matriculados
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			Fuente: Departamento de Estadísticas de la Educación del Ministerio de Educación en Cecilia Braslavsky, pág. 35. En el caso de Colombia, observamos: De E. Aldana Valdés y L. E. Orozco Silva, “Colombia: educación para la democracia”.


			Matrícula de educación primaria
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			Fuente: Departamento Nacional de Planeación, Anexo Estadístico, Plan de Apertura Educativa 1991-1994, Bogotá, Deserción, aprobación y repitencia, en pág.192.


			Deserción, aprobación y repitencia
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			Fuente: Dpto. Nacional de Planeación, ibídem.


			Según información de Unesco, en la mayoría de los países de los cuales se proporcionan datos completos el porcentaje de repetidores disminuyó de la siguiente manera:
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							Brasil
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							Paraguay
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							Uruguay
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			En tres países el problema se mantuvo sin variaciones y en dos empeoró.


			Fuente: Informe Mundial sobre la Educación, 1993 Santillana, Unesco, pág. 133.


			Acercándonos a fines de los años 80, la escuela era un terreno abonado por la necesidad de realizar profundas reformas, la función educadora de muchas sociedades. Había quedado dañada por el clima cultural de la represión y cada país presentaba un panorama distinto. En algunos no se había modificado sustancialmente el modelo instalado un siglo atrás. En otros se habían sostenido reformas que fueron adecuando el sistema a las demandas de la sociedad. Durante esos años recientes, el panorama general de América Latina mostraba problemas educativos viejos, nuevos y futuros, sumados, y pocas alternativas de solución desde las debilitadas perspectivas democráticas. 


			La crítica frontal a la educación formal había invadido el discurso de los pedagogos democráticos, en tanto el planeamiento, la tecnología educativa y los nuevos desarrollos pedagógicos no eran explorados suficientemente por ellos, quedando así inscritos en el patrimonio del funcionalismo. Las innumerables experiencias educacionales alternativas (públicas, de organizaciones no gubernamentales y cogestionarias), acumuladas en los veinte años que transcurrieron entre comienzos de los años 60 y mediados de los 80, se dispersaban en el marco de las restricciones de los organismos internacionales y las fundaciones privadas a la inversión en educación popular y en investigación pedagógica. Pero sobre todo esa dispersión era un exponente más de la retracción de los movimientos populares en la época. El polo hegemónico se construía en otra parte del escenario social, atrayendo a políticos, técnicos e intelectuales. La producción programática de alternativas político-educacionales democráticas era casi abandonada.


			Se iniciaba la última década del siglo. Escuelas, colegios y universidades eran sacudidos por nuevas demandas y formas culturales que las atravesaban violentamente. No se consolidaba un discurso pedagógico democrático capaz de disputar la hegemonía creciente del neoliberalismo pedagógico. La crítica a las disfunciones del sistema pasó de boca de los sectores democráticos a la bolsa de quienes dirigían ya el “ajuste” de los Estados al modelo neoliberal. Colocándose en una posición crítica más radical que la izquierda de los años 70, los funcionarios neoliberales declararon fracasado el sistema de educación pública como modelo, como experiencia y como programa: tiraron “el agua con el niño”, usando los problemas existentes para justificar la colocación del letrero de SALE en gran parte de la educación pública latinoamericana. El diagnóstico fuertemente negativo de la calidad de la educación formal fue indispensable para proponer modificaciones estructurales que tienden a romper la unidad nacional de los sistemas escolares, medidas laborales que persiguen acabar con la unidad sindical docente, criterios financieros que eliminan la oferta amplia de las escuelas, colegios y universidades públicas. Cabe, entonces, preguntarse por la calidad de la argumentación y la información que sostiene dicho diagnóstico. Haremos, pues, el ejercicio de confrontarlo con una argumentación distinta. Discutamos el orden de las causas y los efectos.


			Todo proceso educativo se asienta siempre en la historia educacional de la sociedad, negándola en parte, afirmándola en parte, generando nuevas articulaciones en el proceso de transmisión/adquisición, conservación/creación de la cultura. No creemos posible —menos aún en nuestra época— acabar de un plumazo con la cultura pedagógica y la experiencia instalada en lo profundo de la sociedad y empezar todo de nuevo. Tampoco nos parece un buen método el confundir entre sí las múltiples causas de los problemas educativos, condensando su génesis en el término “crisis”. Últimamente, todo lo que le ocurre a la educación aparece englobado (globalizado) en una crisis cuyo origen se pierde en la noche de los nuevos tiempos. Toda política educativa consciente o inconscientemente guarda alguna tradición.


			No es posible proyectar el sistema en el cual se educarán las generaciones jóvenes sin insertarlo en procesos de largo plazo que lo incluyan en las series históricas y prospectivas. Aunque tapemos el sol con la mano, relucen del viejo sistema escolar y de las antiguas universidades mucho más que unos restos dispersos, y sus significaciones poseen aún una presencia que es necesario atender. ¿Cuáles son los significantes fuertes que vinculan la escuela del pasado con la escuela del futuro? ¿Cuáles los rituales, las metodologías, los contenidos, que siguen teniendo vigencia? ¿Cuáles son los sujetos con legitimidad para decidir qué sirve y qué no sirve más? ¿Cómo determinar la sucesión de los hechos que esconde causas y efectos que, aunque múltiples y intrincadamente determinados, tejen la historia? Distinguir entre causas y efectos es indispensable para hacer un balance de lo que definitivamente ha naufragado y de lo que aún puede y debe rescatarse.


			El orden de los discursos pedagógicos se ha convertido en un instrumento valioso para construir distintas posiciones de poder que se reflejan en distintas interpretaciones de la situación educativa actual. Al respecto podemos distinguir cuatro posiciones:


			

					quienes no reconocen o disminuyen exageradamente los problemas que tenían los sistemas de educación pública antes de la aplicación de las políticas neoliberales;


					quienes reconocen la gravedad de la situación, pero creen que es necesario rescatar una buena parte del sistema instalado para hacer una transformación y consideran que la reforma neoliberal agrava profundamente los problemas estructurales anteriores, causando una crisis orgánica;


					quienes reconocen la gravedad de la crisis, pero solo critican de las reformas neoliberales la restricción en la inversión, negando que hayan profundizado los problemas estructurales;


					quienes consideran que las reformas neoliberales constituyen una revolución educativa que sustituirá al viejo sistema, del cual no habría nada para rescatar, con una educación más competitiva, cuyo éxito estaría garantizado por la libertad de mercado. Esta posición reconoce dos vertientes: la de aquellos que adhieren abiertamente al liberalismo económico y subordinan a su lógica el conjunto de la vida social, y quienes identifican la desescolarización neoliberal con aquella propugnada por el reproductivismo ilichiano de los años 60. 


			


			Veremos algunos ejemplos de los efectos que produce el orden elegido para los enunciados pedagógicos:


			Según la secuencia de la última postura, la crisis de los sistemas educativos modernos era poco menos que terminal antes del “ajuste”; las instituciones escolares eran ya algo así como edificios semiderruidos cuya inestabilidad obligaba a desarticularlos. Los procesos administrativos y académicos tenían un comportamiento regresivo, y su integridad en términos de articulación institucional fuertemente ligada, nacionalmente extendida y estatalmente dirigida impedía la adecuación de la educación a los retos científico-técnicos y a los cambios económico-sociales de nuestra época. 


			En los desarrollos conceptuales se identificó la integridad con centralización burocrática e ineficiente y la desarticulación de los lazos tradicionales que estructuran el sistema queda justificada. Aquella desarticulación está siendo ejecutada mediante programas de transferencia, descentralización y extensión de la libertad de mercado en la enseñanza.


			De acuerdo con la misma argumentación, no se trataría de una desarticulación del servicio educativo que responde a derechos sociales, sino de su modernización, al destrabarlo de las reglas burocráticas y conservadoras del Estado y ponerlo a merced de las leyes del mercado. La comunidad educativa tendría características conservadoras y constituiría redes significantes renuentes a los cambios. Su desarticulación liberaría fuerzas competitivas cuyo juego garantizaría la buena calidad de la educación. 


			Frente a la anterior argumentación, desde la segunda postura sostenemos que la reforma neoliberal es una de las múltiples opciones frente a los problemas disfuncionales y estructurales del sistema educativo, que obligaban a realizar transformaciones profundas. Pero la causa fundamental de las políticas de desarticulación (desajuste) es que mantener la integridad del sistema requiere una inversión que es antagónica con la forma de Estado que proyectó el neoliberalismo para los países latinoamericanos. 


			Significa también la persistencia de grandes sistemas solidarios entre sectores de la comunidad educativa (trabajadores de la educación, estudiantes, padres, ciudadanos en general) cuya lucha por sus derechos educacionales y laborales constituye una dificultad permanente para las políticas de achicamiento del Estado. El neoliberalismo combate los mejores efectos de la educación pública y los presenta como causas de los problemas que en realidad debería atender. Desde la tercera postura, otra operación fuerte realizada justifica la retirada del Estado de la educación pública, apoyándose en las fallas de gestión, acentuadas en los sistemas escolares de los países pobres. 


			Es cierto que era indispensable resolver un cúmulo de dificultades de funcionamiento y de resistencia al cambio en la educación pública. Así no se podía seguir enseñando y aprendiendo. Pero desde este punto de vista no se tiene en cuenta que las reformas que están aplicándose en lugar de reparar las disfunciones han producido la suspensión o el cierre definitivo de numerosas funciones que mal o bien cumplían los sistemas. Muchos de aquellos programas que lograban sus objetivos siguiendo las recomendaciones de los organismos internacionales de las décadas desarrollistas, a cuyos principios se sigue adhiriendo desde esta posición, han sido reducidos, privatizados o eliminados. Ya no se atiende la alfabetización, se achica aceleradamente la educación especial y se eliminan organismos destinados a la educación de adultos. 


			Tradicionalmente esas modalidades no alcanzaban a cubrir la demanda y muchas de ellas presentaban dificultades para funcionar. En lugar de aguzar la observación de las instituciones, los programas y las metodologías con el objetivo de detectar las fallas y luego invertir esfuerzos y dinero para mejorarlas, el Estado restringe al mínimo el financiamiento. Las hunde en la pobreza y luego se diagnostica su escasa rentabilidad. Desde esos escasos lugares donde sigue primando una mirada desarrollista se pone el esfuerzo en reparar algunos de los daños producidos por la miseria socio-educacional, pero no se cuestiona a fondo el modelo global.


			Otro ejemplo de la confusión entre las causas y los efectos es la relación entre la desarticulación de los sistemas y los programas de transferencia de los servicios educativos a unidades estatales menores. 


			En el imaginario público que se ha ido construyendo durante los últimos cinco o seis años fue indispensable realizar la descentralización de inmediato porque el funcionamiento del conjunto era deplorable. Cabría plantear la hipótesis contraria: que el sistema funcionaba mal, pero tenía una unidad y las políticas de transferencia profundizaron las fracturas existentes y agregaron nuevas. Frente a esta reversión del argumento el neoliberalismo llega a sostener que una meta legítima es la desarticulación del viejo sistema aunque por ahora nada lo sustituya, como condición para abrir paso a otro nuevo.


			Creemos que es necesario discutir el orden de las determinaciones. Para hacerlo adecuadamente es necesario confrontar hipótesis y someterlas tanto al debate y a distintas argumentaciones como a diferentes interpretaciones de la información. Claro está que para hacerlo es necesario contar con información sobre la evolución de la educación en América Latina durante el último quinquenio.


			Esa información constituye uno de los bienes más preciados y difíciles de conseguir porque otro de los mecanismos utilizados por los programas de ajuste ha sido precisamente proceder a la desinformación y dispersar estadísticas, encuestas y cálculos financieros. 


			En cuanto a la información sobre el crecimiento de los sistemas, ha sido interpretada de diversas maneras. Restando importancia a la expansión y relativa mejoría de los sistemas escolares se esgrimieron las siguientes impugnaciones: 


			

					el simple crecimiento vegetativo de los sistemas es desmedido, y proyectado linealmente hacia el futuro no podrá ser sostenido por los Estados;


					se trata de un crecimiento sin sentido, cuyos productos son de baja calidad;


					la calidad es necesariamente antagónica con la masividad de la educación;


					la masividad es un producto bizarro del subdesarrollo;


					los países subdesarrollados han perdido la posibilidad de encabezar el progreso y deben adecuarse a su rol subsidiario, por lo cual no necesitan inversiones en sistemas educativos semejantes a las que se justifican en los países más avanzados; no se justifica, pues, la masificación de su educación;


					la masificación se apoya en una concepción tecnológica antigua;


					los sistemas educativos de los países subdesarrollados deben adaptarse a una tecnología descentralizadora y personalizada;


					la información estadística no es confiable, pues existen manipuleos políticos y burocráticos que tergiversan la real ineficacia del trabajo educativo escolar.


			


			Analizaremos las anteriores afirmaciones. La idea de un crecimiento lineal de los sistemas educativos proviene de la concepción funcionalista de la prospectiva. Esa concepción supone la posibilidad del desarrollo de una historia sin conflicto, y no tiene en cuenta el antagonismo como constituyente del proceso histórico. Desde una perspectiva funcionalista, teóricos y políticos de la educación proyectaron en los años 60, 70 y 80 un crecimiento de los sistemas escolares que algunos consideraron la solución segura a los problemas educativos de la humanidad y otros vivieron como un peligro para las arcas de los Estados. Pero no se trabajó con suficientes hipótesis de conflicto ni se produjeron alternativas organizativas, político-académicas, financieras y pedagógicas desde posiciones democráticas. 


			La imposibilidad de sostener los sistemas tal como fueron concebidos un siglo atrás no lleva necesariamente a la conclusión de que es necesario desestructurarlos, sino que era preciso reformarlos. Y las posibilidades de reforma son múltiples. 


			Cabe preguntarse si el crecimiento de los sistemas es realmente antagónico con la calidad. No hay ninguna relación de necesidad entre cantidad de estudiantes y docentes y calidad de la enseñanza. Una cobertura educativa que coincida con la demanda real no admite como único modelo académico posible el amontonamiento, la vulgarización de los contenidos y la despersonalización de la enseñanza. En todo caso aquella situación provoca la necesidad de desarrollar nuevas metodologías y es un reto para la pedagogía, la organización escolar, la didáctica y sin duda la política educativa. 


			La teleinformática abre inéditas posibilidades para educar grandes sectores de la población, cuya organización educacional puede variar enormemente pensada, por ejemplo, desde el concepto de red, combinando la actividad en espacios presenciales y espacios virtuales, llevando al aula los televisores y las computadoras, estableciendo circuitos cerrados de radio, televisión y mensajería electrónica, etcétera. Hay posiciones encontradas respecto a la relación entre la posibilidad de formar elites con un alto nivel educativo y el nivel cultural general de la sociedad. 


			Las respuestas se mueven más en el terreno de las opiniones que de análisis históricos y comparativos. Por una parte se considera que en nuestra época es necesario educar elites que posean conocimientos muy especializados y grandes masas con conocimientos instrumentales; por otra parte se sostiene que la existencia y la alta producción científica y cultural depende más del background de la sociedad en su conjunto que de la acumulación en sectores limitados y perdidos en medio de un mar de ignorancia. Desde esta última concepción, la relación entre cantidad y calidad se invierte. En las características que toma esa relación, la concepción de tecnología educativa puesta en juego tiene mucha importancia. Siempre la tuvo: los viejos manuales llegaban solamente a los alumnos que los podían comprar; la clásica polémica sostenida en México acerca de la conveniencia de libros de textos editados por el gobierno y de uso obligatorio, (que llegan aún a todos los chicos mexicanos) son discusiones acerca de la conformación política de la tecnología educacional.


			La discusión sobre la ideología puesta en juego en el diseño, producción, distribución y uso de la tecnología es hoy de crucial importancia para el futuro de la educación pública. Es incluso probable que la continuidad de la producción de significados pedagógicos fundamentales para la persistencia de la trama social dependa hoy en gran medida del cauce que tome esa discusión. Su resolución está íntimamente ligada con las definiciones políticas que tome en el futuro la cuestión de la dependencia. Lejos de ser un problema del pasado o un error conceptual de la sociología de los 70, se trata de un nudo político y conceptual que afecta directamente la posibilidad de proyectar un futuro para la educación de nuestras generaciones jóvenes. Considerar que como sociedad hemos perdido el tren definitivamente —como sostenían los más osados desarrollistas ya desde aquellos años— justifica también el desinterés en la inversión pública en general y en educación en particular.


			El último argumento, es decir, la descalificación de las estadísticas que muestran curvas ascendentes en el crecimiento y en la mejoría del funcionamiento de los sistemas hasta los años 90 fue construido modificando la crítica de la izquierda a la reducción cuantitativa de la investigación pedagógica funcionalista. Otra vez el neoliberalismo botó juntos lo que estaba bien y lo que estaba mal, y usó los argumentos de las izquierdas para enfrentar al desarrollismo y a los críticos radicalizados. Basándose en esta justificación se comenzaron a diseñar dispositivos evaluadores de la calidad con los cuales se pretende medir la eficiencia de las instituciones educativas, los procesos de enseñanza-aprendizaje, el trabajo de los docentes, entre otras cuestiones, y producir clasificaciones que sostengan la racionalización de los sistemas.


			El análisis de un estudio realizado por la Fundación Getulio Vargas, basado en datos del Banco Mundial y del Instituto Brasilero de Geografía y Estadística, puede servirnos de ejemplo: la alfabetización de adultos descendió de 1,7 millones de matriculados a finales de la década de 1980 a 1,5 millones en los 90. Según el autor del informe, ese deterioro se debe a la disminución y al uso inadecuado de los recursos públicos en Brasil, donde en 1991 el 12% de los niños quedó fuera de la escuela. 


			La Fundación Getulio Vargas diagnostica correctamente el problema: es distinto hablar de disminución y uso inadecuado de los recursos públicos que hablar de caducidad de la educación pública.


			Por nuestra parte, en otro trabajo (15) hemos señalado entre los indicadores más significativos del reciente deterioro de la educación latinoamericana: 


			La instalación del analfabetismo en países cuyos índices eran tradicionalmente tan bajos como los de países desarrollados. Es el caso de Uruguay y Argentina. Los gobiernos no difunden las estadísticas completas, pero, elaborando datos de diversas fuentes, se concluye que el analfabetismo pasa el 16% de los mayores de 14 años (edad tope de escolaridad obligatoria) y la deserción de la educación básica está en un promedio nacional de 35%, aunque llegando al 70% en algunas provincias. El 37% de la población de 15 años y más tiene incompleta su escolaridad primaria en la Argentina y cerca del 20% de los estudiantes repitieron el año en 1995 en los colegios secundarios. 


			Los resultados de las Pruebas Nacionales de Evaluación de la Calidad que han sido significativamente declinantes a partir de la aplicación de las políticas neoconservadoras. Por ejemplo: 


			

					Carnoy y Torres (16) analizan la eficiencia interna del sistema educativo costarricense antes y después del ajuste. Ellos muestran que la retención escolar ha disminuido en la educación primaria y secundaria y que el fracaso escolar aumentó en la secundaria superior. En tests que medían la evolución producida entre 1988 y 1990 fallaron en Matemáticas más del 40% de los estudiantes; en Español, el 13%; en Estudios Sociales, el 19%, y en Lenguas Extranjeras y Ciencias, el 17%.


					En la Argentina se realizó una Encuesta Nacional de Evaluación de la Calidad a fines de 1994, cinco años después de que asumiera el gobierno de Carlos Menem. El puntaje medio obtenido por los alumnos de educación básica fue entre 5,50 puntos sobre 10. La difusión de esos resultados por la prensa provocó un escándalo nacional. Pero el presidente negó la ineficiencia de su política educacional y acusó a los docentes. Aprovechó para inclinar la opinión pública hacia la aceptación de la flexibilización de sus contratos de trabajo.


					Carnoy y Torres, (17) en su estudio sobre los efectos de la depreciación salarial y la falta de incentivos en Costa Rica, encuentran una declinación de la formación de los docentes. Por su parte, Ángel Díaz Barriga (18) ha mostrado que, como consecuencia del ajuste estructural, la actividad de los docentes aparece sometida a una rígida disciplina que redunda en el desinterés, la apatía y el deterioro de la calidad de su trabajo. 


			


			En el caso de los universitarios, se ha establecido la práctica de congelamiento del salario básico y la inclusión de incentivos que en algunos casos alcanzan a triplicar el sueldo básico. El pago de tales incentivos se realiza de acuerdo con índices de productividad fijados de manera externa a las universidades.


			Las evaluaciones en las cuales el Banco Mundial ha invertido cuantiosos fondos dan resultados negativos, tanto usando los indicadores extrapedagógicos y economicistas como desde el punto de vista del derecho de los pueblos a la educación. Con el fin de mejorar esos resultados, pero sin variar su lógica neoconservadora, el Banco ha impulsado que los países establezcan contenidos básicos comunes de enseñanza obligatoria en los establecimientos públicos y privados y programas de evaluación del rendimiento docente y estudiantil.


			Con ellos queda completo el modelo educativo neoconservador: retira el Estado de la educación y coloca el mercado en su lugar, flexibilizando todos los controles económicos; luego establece rígidos controles ideológicos. La liberalidad del mercado se combina con el conservadurismo ideológico.


			En momentos en los cuales grandes sectores de la población entran definitivamente en la pobreza, los aparatos educativos estatales que, como todos los servicios públicos, deberían producir equidad en las sociedades desiguales son desarticulados, privatizados o transferidos a comunidades, municipalidades o provincias hundidas en la pobreza.


			Los argumentos de los organismos financiadores internacionales


			Una de las líneas más importantes del ajuste es la reducción del Estado combinada con la implantación de un fuerte e inequitativo sistema impositivo, modernizando y extendiendo el antiguo e ineficiente sistema de recaudación de muchos países de la región latinoamericana. Pero los nuevos impuestos son aplicados por Estados que restringen al mínimo posible la prestación de servicios mediante los cuales los gravámenes cumplirían su función social. 


			Desde hace una década los organismos del aparato financiero internacional intervienen más directamente que en épocas del desarrollismo o el economicismo pedagógicos, cuando sus intereses eran mediados por agencias destinadas a la educación, la cultura y la salud. Ahora los propios bancos son actores decisivos en la producción de políticas específicas que recomiendan a los estados nacionales, presionando fuertemente para su adopción. (19) 


			En materia de educación el Banco Mundial conduce la producción de estrategias político-educacionales neoliberales, constituyéndose como un sujeto importante en el escenario de la producción pedagógica. Nos parece equivocado, sin embargo, criticar las concepciones del Banco sin subrayar la facilidad con la cual muchos de los gobiernos las aceptan. Desde la misma lógica economicista los ministerios de economía de cada país intervienen directamente en el área pedagógica estatal y privada. Sus imposiciones económicas determinan desde salarios docentes hasta cambios de estructura de los sistemas y reformas de contenidos.


			Como se ha denunciado repetidamente, esas políticas se dirigen en primer término a achicar los gastos del Estado para derivar los ingresos hacia el pago de la deuda externa, pero esa afirmación, aunque certera, no alcanza ni para explicar sus modelos educativos ni, convertida en eslogan, para oponer alternativas democráticas.


			La posibilidad de comprender las bases consensuales del neoliberalismo pedagógico se vuelve más compleja cuando se advierte que en varios países latinoamericanos, entre los cuales la Argentina es ejemplar, la implantación del modelo ha sido posible porque fue asumido como estrategia por gobiernos que contaron con el amplio voto popular. 


			Cuando la reforma educativa de los años 90 se puso en marcha, los sindicatos docentes, organizaciones de padres y alumnos, partidos políticos y otros sectores laicos y religiosos democráticos reclamaron su derecho a opinar y a decidir, pero la nueva conducción de la educación latinoamericana estaba ya definida; los sujetos determinantes de la política académica y curricular eran directamente las fuerzas económicas, a las cuales, en la mayoría de los países, solamente sumaron del espectro social la palabra de los representantes conservadores de la Iglesia católica. 


			Es evidente la creciente carencia de mediaciones entre el poder económico y los espacios de producción de cultura. Tal carencia es síntoma del empobrecimiento cultural, de la profundización de la dependencia de las naciones latinoamericanas y del deterioro sufrido por sus sociedades civiles desde las dictaduras militares. Desmontar las articulaciones ideológicas y políticas por las cuales los sectores dirigentes de cada país coinciden con los poderes financieros internacionales en materia de educación es una tarea necesaria. 


			Distinguir las diferentes formas de articulación de las políticas nacionales con las directivas internacionales es también importante para comprender que, lejos de estar situados en un campo de absolutas e indomables determinaciones, lo estamos en un campo político en el cual son los sujetos los que deciden las posiciones a tomar. Realizada la anterior advertencia, nos detendremos a analizar los argumentos más generales de la concepción educativa que impulsa el capital financiero internacional, tomando específicamente los argumentos del Banco Mundial que hemos mencionado. 


			Según los técnicos del Banco, la educación media y la superior son menos rentables que la educación básica, por lo cual hay que derivar los fondos que se invertían en las dos primeras hacia esta última. Puesto que los costos de la formación secundaria y superior son muy elevados, debe reducirse la oferta pública en esos niveles y ampliarse la de educación básica, extendiéndose esta a la totalidad de la población. 


			Pero existen varias razones que nos permiten sostener que esta última promesa no se cumple porque


			

					no basta con reasignar fondos de un nivel a otro. La extensión de la educación básica no puede hacerse sin contar con docentes capacitados y en forma aislada de la elevación del nivel educacional y profesional de toda la sociedad; 


					el Banco Mundial recomienda reasignar los fondos de la educación secundaria y superior a la enseñanza básica. Pero de inmediato aconseja transferir esta última a jurisdicciones locales o a la iniciativa privada. Las provincias, las municipalidades y los gobiernos locales tienen condiciones muy desiguales y algunos no pueden sostener por sí mismos el servicio educativo elemental;


					el proceso de transferencia provoca que las escuelas pasen de mano en mano, deteriorándose, o que sean clausuradas. Esa circunstancia no es azarosa, sino que fue prevista en algunos programas de ajuste, como en Perú. En ese país, las nuevas leyes que regulan el proceso de transferencia establecieron que el gobierno nacional traspasara los establecimientos a Consejos Comunales de Educación, creados al efecto en cada municipio. Esos Consejos son personas jurídicas de derecho privado. Solamente una parte de ellos sigue recibiendo financiamiento del Estado, mediante el pago mensual de la totalidad o parte de sus gastos. Las mencionadas leyes prevén también que el Estado pueda transferir directamente los establecimientos escolares a profesores, padres de familia e instituciones religiosas, entre otras. (20) De este modo, de la desigualdad de la capacidad económica de las comunidades peruanas se deriva ahora una profundización de la desigualdad del servicio educativo proporcionado a la población; 


					en la estrategia neoliberal no se incluye el sostenimiento permanente de la educación básica por parte del Estado nacional, ni hay intenciones de mantener un espacio de instrucción financiado por el Estado en el cual se garantice la transmisión y el aprendizaje de la cultura pública. Por el contrario, se recomienda el fomento de las empresas educativas privadas. De acuerdo con la teoría pedagógica neoliberal, en el mercado educativo los padres y los alumnos tendrán la libertad de elegir, de acuerdo con sus posibilidades económicas, entre recibir préstamos, endeudarse mediante créditos o renunciar a educar a sus hijos; 


					para que exista el mercado educacional es necesario que haya sujetos sociales en condiciones de actuar de acuerdo con sus reglas. Pero la sociedad civil latinoamericana es débil y ha sido muy golpeada por la crisis económica. El mercado privado educacional se ensanchó en algunos países como México, Argentina, Colombia y Chile a fines de los 80 y comienzos de los 90, como reacción ante los desajustes producidos por el programa de descentralización. Pero poco tiempo después pudo notarse la reducción del mercado: han llegado a su tope las posibilidades y el interés de los empresarios en invertir en educación y el decrecimiento del salario real provoca la disminución de los potenciales consumidores. En 1995 se cerraron 100 escuelas privadas en la ciudad de Buenos Aires, y en 1996 hay una irrupción de la demanda de educación básica pública. Se prevé que una cantidad considerable de niños quedará sin escuela. (21) No existe en América Latina ningún agente privado capaz de hacerse cargo de la educación básica de millones de niños, de pagar salarios de cientos de miles de docentes o de equipar a las escuelas como es necesario. Ni la Iglesia católica, que ha sido tradicionalmente el mayor proveedor privado de educación, ni otras iglesias ni empresarios, sindicatos o sociedades civiles pueden abarcar más que sectores localizados y limitados de educandos. Al mismo tiempo debe investigarse la inversión que organizaciones de narcotráfico estarían realizando en educación pública y privada; 


					las reformas neoliberales latinoamericanas no incluyen acciones suficientes como para garantizar la equidad en beneficio de los sectores menos atendidos. Lograr la universalización de la educación básica implica realizar una mayor inversión de recursos humanos y económicos en las poblaciones rurales, indígenas, urbano-marginales y entre los adultos sin escolarización. Tales programas provocan un costo marginal elevado que incide sobre el costo promedio por alumno, lo cual es contradictorio con la meta central del ajuste estructural. 


			


			Por lo tanto, la atención educacional de los sectores pobres queda reducida a acciones marginales. La equidad se interpreta en la práctica del “ajuste estructural” en favor de los más ricos. 


			La calidad definida desde el economicismo


			Las estrategias neoliberales dirigidas a la educación imprimen a los discursos pedagógicos la tónica de su lógica económica. El efecto es un deterioro profundo de los enunciados dirigidos a enseñar y aprender. La educación no es una esfera desconectada del resto de la sociedad, sino una modalidad de la vida social, un registro específico de los discursos sociales. Pero sus propios ritmos, tiempos, rituales y metas son triturados cuando se los fuerza a volverse coextensivos a los económicos o políticos. 


			La pedagogía se nutre de las interpelaciones provenientes de la sociedad civil y del Estado, pero su tarea es traducirlas, resignificarlas en términos necesarios para producir enseñanzas y aprendizajes dirigidos no solamente a lo inmediato, sino con vistas al mediano y largo plazo. 


			Es precisamente aquella función de la educación la que altera el neoliberalismo cuando construye el discurso escolar, universitario, pedagógico gubernamental o massmediático, postulando el fin de las dimensiones histórica e ideológica (y por lo tanto imaginaria) y aplicando directamente la ecuación costo-beneficio económico. En términos de esa ecuación, se altera tanto la definición de la educación como la categoría calidad, que ocupa un lugar destacado en el paradigma pedagógico actual. 


			El neoliberalismo utiliza indicadores de calidad muy ajenos a la lógica educacional y reduce el análisis a las articulaciones de la educación con la economía. Ejemplos de tales indicadores de calidad son la cantidad de graduados que consiguen empleo o las tasas de retención/deserción de los establecimientos educativos.


			El vaciamiento del mercado de trabajo producido por las políticas económicas neoliberales constituye una determinación de magnitud mucho mayor que la competitividad otorgada por la formación recibida, excepto en el interior de grupos muy delimitados de demandantes de empleo que provienen de orígenes sociales e instituciones educacionales semejantes. Por lo tanto, el primero de aquellos indicadores es parcial y conduce a una conclusión equivocada. 


			El segundo indicador señala a la escuela como causante de la deserción, sin tener en cuenta el conjunto de factores sociales y económicos que determinan el abandono de la escolaridad. Un argumento contundente es que la deserción tendió a disminuir en los últimos años en los establecimientos donde se provee de alimentación a los niños, pero también cambió de características. En muchas escuelas latinoamericanas los chicos abandonan la concurrencia a clase pero no el espacio escolar. Allí van a comer, a buscar protección, a jugar o simplemente a permanecer pues se trata del único espacio que aún contiene su proceso de socialización. Cabría comparar la calidad social del espacio escolar con otros espacios institucionales públicos y privados que no proporcionan ninguna clase de protección, servicio, atracción o confianza a los chicos y jóvenes. 


			Ángel Díaz Barriga (22) ha demostrado que los indicadores de calidad que construyen los evaluadores neoliberales son muy lejanos al problema pedagógico: por ejemplo, el índice de eficiencia de mobiliario, en el que se contrasta el banco de horas semana/mes contra contratos efectivos del personal docente. 


			En el caso de la educación media, superior y laboral, se ha reducido el índice de eficiencia a la capacidad individual de obtención de empleo por parte de los egresados, sin tener en cuenta las restricciones del mercado de trabajo. Siguiendo el mismo razonamiento, el exministro de Economía de la Argentina Domingo Cavallo ha declarado insistentemente que el inédito índice de desocupación del país (sobre el 20% de la PEA) es producto de la baja calidad de la educación recibida. La pedagogía del mercado supone que la competencia incrementará la calidad de la educación. 


			Pero no hay razones para sostener que aumentará la calidad de la educación si no hay agentes públicos ni privados que se interesen y responsabilicen de proveerla. La categoría calidad es usada por el discurso neoliberal como un instrumento de legitimación para la aplicación de premios y castigos en la tarea de disciplinar a la comunidad educativa para que acepte la reforma. Pruebas nacionales de evaluación están comenzando a servir para seleccionar y disminuir los alumnos en el pasaje de un nivel a otro y especialmente para limitar el ingreso a la enseñanza media y las universidades, justificar la disminución de la planta docente y sostener la caducidad y mala calidad de la formación que tienen los educadores, haciéndolos responsables de las consecuencias nefastas de esta reforma.


			La evaluación negativa de la tarea educacional realizada por evaluadores externos a las comunidades educativas no desemboca en una mayor inversión de recursos económicos y humanos, en un llamamiento a la población para que reasuma conjuntamente con sus gobiernos la tarea de transmitir la cultura, en una asunción de la responsabilidad que cabe a quienes dictan las políticas respecto de las futuras generaciones. 


			Por el contrario, lo que sigue es la reducción del servicio educacional. Por otra parte, los gobiernos insisten en que la descentralización administrativa del sistema educacional público responde a exigencias de racionalidad instrumental, eficiencia y calidad. 


			Pero, aun dentro de esa lógica, existen errores que llaman la atención, entre los cuales se destaca que la fórmula neoliberal es la misma para todos y en todas las circunstancias, desconociendo las particularidades del mercado educacional. La antigua ambición de los sociólogos y pedagogos funcionalistas, que consistía en diseñar un modelo universal con capacidad de controlar cualquier proceso social, fue más fuerte que el aprendizaje del más elemental relativismo cultural. El ejemplo más evidente es que el modelo que aconseja fuertemente el Banco Mundial no tiene en cuenta solamente las particularidades nacionales, sino tampoco las nuevas fronteras culturales, los problemas lingüísticos, la pluralidad de los sujetos latinoamericanos, la cuestión de las migraciones, y la serie de problemas que están en el centro de la atención de las ciencias sociales desde una década atrás. 


			Un modelo caro y limitado


			El proyecto educativo neoliberal es el mayor desarrollo que ha tenido la idea de crear un modelo educativo universal, que se instaló en la discusión internacional en los años 70. La intención es aplicar el modelo de manera semejante en todos los países, pero la dinámica social y cultural es más compleja de lo que se requeriría para alcanzar esa meta. Dice María de Ibarrola en relación con la educación mexicana:


			Estas dinámicas no son extrañas en su temática a las que se están dando en distintos países de América Latina, lo que indica la fuerza que han tenido los organismos internacionales, sin duda por medio de sus políticas económicas, para orientar las políticas educativas latinoamericanas conforme a un mismo modelo general. Lo que ciertamente varía son los matices en los planteamientos, la naturaleza de los procesos de negociación y las formas de resolución específicas, derivadas tanto de la situación nacional preexistente como de la composición y fuerza de los actores participantes. (23)


			Utilizaremos el ejemplo argentino para analizar el modelo educativo que se intenta aplicar en casi toda la región. Se trata de un caso que contiene semejanzas y diferencias con las reformas neoliberales de los demás países. Respecto a la modalidad peruana, se emparenta en la radicalidad del discurso antiestatista de Alberto Fujimori y se diferencia en los ritmos impuestos al abandono del Estado del campo educativo. 


			Fujimori insistió repetidas veces en aplicar la reforma privatizadora sin mediación alguna, pero chocó cada vez con la resistencia de los docentes y en ocasiones el Parlamento. Respecto a México, Brasil y Colombia, la reforma argentina coincide en la tendencia eficientista, pero produce una reducción del servicio educativo mucho más significativa. En aquellos países los sistemas educativos provinciales tenían mayor consistencia y autonomía antes de esta reforma y las medidas que se dirigieron a la modificación de la estructura fueron menos drásticas que en Argentina, Chile y Perú. En el caso de Costa Rica, la mayor permeabilidad de algunos gobiernos para la negociación con el sector docente posibilitó que el salario no se constituyera —como en Argentina, Uruguay y Perú— en variable de ajuste.


			En la Argentina se decidieron dos estrategias fundamentales: la transferencia a las provincias de todos los establecimientos educativos pertenecientes al gobierno nacional y una reforma de estructura del aparato educativo nacional completo, que afecta aspectos administrativos, de organización académica y curriculares en una magnitud tal que desorganizó los rituales académicos y administrativos, las rutinas familiares y el trabajo de los docentes, poniendo en jaque el funcionamiento mismo de las instituciones. En algunas provincias, las escuelas nacionales instaladas atendían a más de la mitad de la población. Varios de los estados provinciales tenían sus finanzas al borde de la quiebra. En tales condiciones, la transferencia produjo el cierre de establecimientos, de turnos y secciones y la reducción de personal. 


			Dos ejemplos son las provincias de San Juan y Córdoba. En la primera, el gobierno provincial clausuró durante 1996 la mayor parte de las escuelas fronterizas con Chile y con las provincias argentinas colindantes; cerró las secciones escolares dedicadas a educación laboral y dejó cesantes cerca de 1000 maestros sobre una planta de 3400. También suspendió el aporte de comidas escolares a las escuelas rurales, provocando la deserción masiva, puesto que los alumnos concurren desde parajes lejanos y viven o pasan el día en ellas.


			En la provincia de Córdoba, el gobierno decidió eliminar 140 institutos terciarios sobre los 179 existentes, eliminar los tres últimos años en 80 colegios secundarios y elevar la cantidad de alumnos por grupo. Cerró también 537 salas para niños de 4 años, además de tomar numerosas medidas que afectan las condiciones de trabajo de los docentes. Aunque durante los últimos tres años se habían producido movilizaciones gremiales contra la reforma educativa en varias provincias, en agosto de 1996 Córdoba fue escenario de la mayor concentración de fuerzas políticas y sociales para expresar su rechazo. La protesta no incluyó solamente a quienes reclamaban que el Estado cumpliera con su responsabilidad en educación, sino también a los sectores privados, que se ven seriamente afectados por la reforma y sienten entre su propia clientela el embate del deterioro general de la sociedad que producen las políticas neoliberales.


			El programa de “ajuste” educacional ha roto con el conjunto de tradiciones educativas de los estados liberales, pero debe, sin embargo, usar algunos de sus enunciados para adquirir legitimidad. Sus reformas avanzan cobijadas en promesas tales como mejorar la inversión educativa y hacer más eficiente el gasto con el fin de lograr una equidad en la provisión de educación a la población. Lejos de cumplir tales promesas, en la Argentina el porcentaje del PBI destinado a educación dista de alcanzar el 6% considerado mínimo en el consenso internacional. 


			La Ley Federal de Educación dictada en la Argentina en 1994 dispone que se alcance ese porcentaje, pero en 1995 solo se destinó a educación el 3,65% del PBI y en 1997 bajó a 3,35%. Se construyeron la cuarta parte de las escuelas previstas en las metas de la reforma y se proporcionaron cursos breves a la tercera parte de los docentes que se había prometido capacitar. Este incumplimiento de las metas comprometidas resulta en claros beneficios para los gobernantes en relación con el déficit financiero que deben afrontar. 


			Al mismo tiempo, gran parte de los programas en los cuales se apoya la reforma —capacitación de los docentes, mejoras de infraestructura, reducción de personal e informatización, traslado de las erogaciones por sueldos a la forma de incentivos a la producción— son financiados con préstamos del Banco Mundial. De tal manera, los gobiernos neoliberales endeudan a sus sociedades para reducir el servicio educacional que les prestan. Agregan a ello el incumplimiento de las metas de inversión comprometidas basándose en exigencias de racionalidad instrumental, eficiencia, equidad y calidad. 


			Otras salidas de la crisis 


			¿Estamos viviendo una crisis o un proceso de modernización? 


			Cuando se habla de modernización, se trata en general de las transformaciones impulsadas en los sistemas periféricos con el fin de que se acerquen a modelos occidentales.


			En este sentido, puede decirse que todos los países de América Latina están sometidos a la confrontación con procesos de modernización que desestructuran las sociedades tradicionales y necesitan la puesta en marcha de nuevos mecanismos de regulación de las relaciones políticas, económicas y sociales. (24)


			La crisis, pues, es un producto del tipo de modernización (impuesta, homogeneizante, globalizadora) a la cual están sometidas nuestras sociedades. 


			El proceso de globalización fue para sectores minoritarios centralización del poder cultural y económico, teniendo como condición tornar a las grandes mayorías cada vez más homogéneas en la miseria y la falta de perspectivas.
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